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contestacion demanda rendicion de cuentas 0500104003013202101092
Olga Patricia Builes González <opbuiles71@yahoo.es>
Mar 28/06/2022 9:58 AM
Para:

Juzgado 13 Civil Municipal - Antioquia - Medellín <cmpl13med@cendoj.ramajudicial.gov.co>

SEÑOR

JUEZ TRECE CIVIL MUNICIPAL DE ORALIDAD

Medellín Antioquia

E.               S.                    D.

 

 

Asunto. CONTESTACION DEMANDA

Radicado: 0500104003013202101092

DEMANDANTE: HÉCTOR DE JESÚS AGUIRRE GOMEZ

DEMANDADO: NORA ELENA GARCÍA RAMÍREZ

cordial saludo a través de la presente allego la contestacion de la demanda
con los anexos:

1. DOCUMENTALES.

 

·               Sentencia declaración de unión marital de hecho donde se indica inicio y
disolución de la misma.
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·               Acta de Audiencia de pruebas y fallo con estos documentos pretendo
demostrar que para antes de la fecha indicada por el demandante donde
advierte se puso de acuerdo con mi mandante para administrar ya tenían rotas
las comunicaciones por la orden de restricción.

 

·        Incidente de desacato por incumplimiento al fallo – esta prueba acredita que
los problemas de violencia eran de tal magnitud que no se advertía acuerdo
para administrar bienes.

 

·               Copia de la notificación de la venta del 50% del inmueble mencionado,
donde se anexa copia de la escritura por el apoderado del demandante, aquí
pierde el dominio del inmueble por lo que no le asiste derecho a reclamar
cuentas.

 

·        Certificado de libertad con la anotación respectiva de inscripción de venta.

 

·               Copia de los contratos de arrendamientos de los inmuebles, con ello se
prueba fecha de inicio y valores de los cánones.

 

·        Constancia de terminación de los contratos-

 

·               Cuentas de cobro del señor HECTOR AGUIRRE a los inquilinos, dando
cuenta de que no había un administrador de los mismos, en tal sentido debería
estar a nombre de la señora NORA ELENA GARCÍA
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Aviso al despacho, que por el tamaño de una de los anexos, se allegaran al
despacho por mi correo electronico, opbuiles71@gmail.com. Correo que
tambien se encuentra escrito en la RNA

Cordialmente

OLGA PATRICIA BUILES
ABOGADA
3113231182
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SEÑOR  
JUEZ TRECE CIVIL MUNICIPAL DE ORALIDAD 
Medellín Antioquia 
E. S. D. 
 
 
Asunto: CONTESTACION DEMANDA  
Radicado: 0500104003013202101092 
DEMANDANTE: HÉCTOR DE JESÚS AGUIRRE GOMEZ 
DEMANDADO: NORA ELENA GARCÍA RAMÍREZ  
 

 
Si no se tomara la vida como una misión, dejaría de ser vida para convertirse en infierno. 

León Tolstoi 

 

 

OLGA PATRICIA BUILES GONZALEZ, mayor con domicilio en el 
municipio de Bello Antioquia, identificada con cédula de ciudadanía 
número 43.557.042 de Medellín, abogada con tarjeta profesional 
132.123 del consejo Superior de la Judicatura, Actuando en calidad 

de apoderada judicial de la señora NORA ELENA GARCÍA RAMÍREZ, 
persona igualmente mayor de edad, identificada con cédula de 
ciudadanía número 43.051.562, domiciliada en Medellín, dándonos 
por notificada por conducta concluyente, y conforme el poder que 
reposa en el juzgado, por medio del presente escrito, procedo a 
contestar la demanda de la referencia incoada por el señor HÉCTOR 

DE JESUS AGUIRRE GÓMEZ, persona mayor de edad, identificado 

con cédula de ciudadanía número 8.350.149, domiciliado en 
Medellín, presentando igualmente las EXCEPCIONES a que hubiere 
lugar, frente a las pretensiones señaladas por el demandante, de la 
siguiente manera: 
 

FRENTE A LOS HECHOS. 

 
HECHO PRIMERO:  es cierto la adquisición del inmueble, indicando 
que la compra fue hecha por recursos propios de la demandada 
conforme la prueba documental que se anexa, y por petición -
coacción-, del demandante fue incluido en la compraventa. 

 
HECHO SEGUNDO: en efecto esos son los linderos del inmueble. 
 
HECHO TERCERO: si es cierto la compraventa incluyó dos unidades 

habitacionales de primero y segundo piso. 
 

HECHO CUARTO: en efecto tiene la limitación.  
 
HECHO QUINTO: es cierto como se declara en la sentencia de 
segunda instancia de la unión marital de hecho desde el mes de 
diciembre de 2015. 
 

HECHO SEXTO: en efecto se cuenta con una edificación ilegal en el 
tercer piso de la edificación, pero no es cierto que se haya de común 
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acuerdo, la edificación tiene orden de demolición y multa por no 

contar con los permisos de construcción, no cuentan con 
nomenclatura ni desenglobe de servicios públicos por ser como se 
mencionó y se prueba ilegal.  
 
HECHO SEPTIMO: es falso que se hayan concertado para arrendar 
el primer piso y las construcciones ilegales, los contratos fueron 

celebrados por mi mandante y el señor HECTOR DE JESUS 
AGUIRRE, dentro de los actos de violencia económica ejercida sobre 
la señora NORA HELENA GARCÍA RAMIREZ, cobraba motu proprio 
los arriendos del local del primer piso y lo propio hacía sobre el 
apartamento sin nomenclatura que se le decía 302. 
 

HECHO OCTAVO: no es cierto que haya acuerdo entre las partes, 
respecto a repartirse el dinero producto de los cánones, ella logró que 

la señora del apartamento 301 le pagara directamente a ella porque 
sobre el apartamento 302 el señor AGUIRRE los abordaba en la calle 
y les pedía el arriendo, al mismo que accedían por miedo ya que el 
señor AGUIRRE los presionaba.  

 
HECHO NOVENO: no es cierto lo indicado en este hecho, las sumas 
indicadas por concepto de cánones nunca han estado por los valores 
allí indicados y se explicará de la siguiente manera: 
 
Cuando los señores AGUIRRE GARCÍA, compartían bajo el mismo 

techo, se arrendó el inmueble ubicado en el primer piso de la 
edificación llamado bodega, el 08 de julio de 2016, por la suma de 
$1.300.000.00, el mismo que se terminó el 15 de julio de 2019, 
siendo nuevamente arrendado el 14 de agosto de 2019 por la suma 

de $1.400.000.00, advirtiendo que hasta el 01 de julio de 2020, pese 
a haber sido desalojado de la propiedad por violencia, el señor 

demandante recibía el arriendo, fecha en la que termino el contrato 
por la situación de la pandemia. 
 
Por su parte el apartamento 301 estaba arrendado por la suma de 
$620.000,00 porque se les descontaba los servicios públicos, 
extendiéndose el mismo hasta el 28 de septiembre de 2020. 

 
El apartamento 302 estaba arrendado en la suma de $500.000.00 
los recibía completamente el señor demandante, toda vez que los 
abordaba en la calle luego de ser desalojado cobrando el total del 
canon hasta el 26 de septiembre de 2020. 
 

Jamás ha estado arrendada en la suma indicada por el demandante 
 
Igualmente se indica que la calidad de arrendataria es independiente 
de la calidad de propietaria así confluya en un 50%. 
 
HECHO DECIMO: es falso, mi poderdante debido a la violencia 

ejercida por el señor HECTOR DE JESUS AGUIRRE, que pasó de la 
psicológica a la física, sacó ya fuerzas y procedió a denunciarlo en 
comisaría de Familia el 02 de septiembre de 2019, resultando 
contraventor el señor y siendo reiterativo en la violencia, llevándolo 
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al desalojo de la propiedad el 21 de octubre de 2019, como fue 

desalojado por la autoridad y desde el mes de septiembre mi 
poderdante tenía orden de protección dicho señor no podía 
acercársele por lo que no es cierto que mi mandante haya de mutuo 
acuerdo accedido a administrar los bienes de la comunidad, ni 
mucho menos que ella se encargaría de administrar los bienes y 
cobrar los cánones y darle la mitad al mencionado señor, ellos no 

han vuelto hablar, incluso el señor fue sancionado por desacato. 
 
HECHO UNDECIMO: se responde el siguiente hecho por partes ya 
que tiene varias afirmaciones así: 
 
No recibe desde el mes de octubre de 2019 los cánones que le 

corresponden es falso, primero porque como se advirtió en 
precedentes de la bodega recibió el 100% hasta el mes de junio de 

2020, del apartamento 302 recibió los mismos hasta que la señora lo 
desocupó el 26 de septiembre de 2020, frente al 301 siempre lo 
recibía y lo recibe doña Nora Elena García.  
 

Es falso que no haya cumplido el compromiso adquirido con el señor 
AGUIRRE en razón a que entre las partes nunca existió acuerdo al 
respecto, ella no ostenta sobre sus bienes la calidad de 
administradora, ni cuando convivieron juntos ni mucho menos 
cuando fue desalojado por violencia intrafamiliar. 
 

HECHO DECIMOSEGUNDO: falso, como se prueba con la prueba 
documental que se arrimara al plenario, la bodega fue nuevamente 
arrendada en el mes de agosto de 2020 pero por menos valor a lo que 
se encontraba por razones de la pandemia, la misma tiene un canon 

de un millón de pesos y no se le ha hecho aumento alguno. 
 

HECHO DECIMOTERCERO: se colige de falso el mismo toda vez que 
mi mandante señora NORA ELENA GARCIA, no ostenta ni nunca ha 
ostentado la calidad de administradora de los inmuebles que en 
común y proindiviso tiene con el señor HÉCTOR DE JESUS 
AGUIRRE, por lo que no está obligada a rendir cuentas de su 
gestión. Adicional a eso, se itera que el señor demandante para el 

año 2021 a finales vendió el 50% del inmueble ubicado en la carrera 
60 23 53 de Medellín, no estando llamado a reclamar sobre el mismo 
tal rendición. 
 
HECHO DECIMOCUARTO: pese a que este no es un hecho, parece 
ser una pretensión o una opinión del demandante se tiene que mi 

mandante no está obligada a rendir las cuentas solicitadas, primero 
porque no es administradora, segundo porque el señor HECTOR DE 
JESUS AGUIRRE, recibió el 100% del canon del inmueble que 
llaman bodega hasta junio de 2020 pese a las restricciones de 
acercamiento a la propiedad que tenía y de igual manera recibía los 
cánones del inmueble del tercer piso hasta septiembre de 2020. 

 
HECHO DECIMOQUINTO: en igual sentido, se insiste que no es un 
hecho, pero mi mandante no está llamada a rendir cuentas en razón 
a que con el demandante no tiene vinculo contractual, societario, de 
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administración ni mucho menos convino con este la administración 

de los contratos indicados, máxime que los que existían cuando 
convivían bajo el mismo techo, se terminaron. 
 
HECHO DECIMOSEXTO: se insiste que no es un hecho, es una 
pretensión que la misma no está llamada a prosperar por las razones 
que se han venido esbozando y por las excepciones que se harán 

valer. 
 
HECHO DECIMOSEPTIMO: Es cierto conforme en este tipo de 
proceso no existe un requisito de procedibilidad especial para la 
demanda de rendición provocada de cuentas, en razón a que no es 
necesaria la conciliación previa para su interposición. 

 
Con relación a las;  

 
PRETENSIONES: 

 
Conforme la contestación de la demanda, y con la anuencia de mi 

poderdante respecto a su calidad de demandada, me opongo a la 
prosperidad de las pretensiones presentando para tal fin las 
siguientes excepciones DE FONDO como es AUSENCIA DE 

ACUERDO DE ADMINISTRACION DE BIENES ENTRE LAS 

PARTES, FALTA DE CAUSA PARA PEDIR LA RENDICION DE 

CUENTAS DEPRECADAS, que se sustentan en los siguientes  

 
EXCEPCIONES DE FONDO: 

 
AUSENCIA DE ACUERDO DE ADMINISTRACION DE BIENES 

ENTRE LAS PARTES 

 

Se hace consistir la misma bajo los siguientes argumentos fácticos: 
 
Primero: entre el señor HECTOR DE JESUS AGUIRRE y la señora 
NORA ELENA GARCÍA RAMÍREZ, existió una sociedad de hecho que 
fue declarada mediante sentencia de segunda instancia, que inicio el 
10 de diciembre de 2015 y que pervivió al menos hasta el 21 de 

octubre de 2019. 
 
Segundo: y debe destacarse que se tiene como fecha de terminación 
el 21 de octubre de 2019 porque precisamente fue ese día en que la 
Comisaria de familia profirió fallo declarando responsable por los 
hechos de violencia que habían sido denunciados desde el 02 de 

septiembre de 2019, desalojándolo de inmediato la propiedad. 
 
Tercero: resalto la fecha para indicar que desde el mes de 
septiembre de 2019 a raíz de los actos de violencia la relación se 
encontraba rota y mucho más la comunicación porque desde dicha 
fecha el señor se le generó orden de alejamiento que podría llamarse 

temporal mientras decisión definitiva a favor de mi mandante, 
saliendo desde dicha denuncia de la casa y haciéndose definitiva en 
la fecha de proferida la resolución 143 de 2019. 
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Cuarto: en ese sentido se resalta que entre las partes NUNCA 

EXISTIO un acuerdo de voluntades sobre la administración de los 
bienes que en comunidad tienen, ni mucho menos que se haya 
pactado que la señora NORA ELENA GARCÍA RAMÍREZ fuese quien 
los administrase y pagase a la otra lo correspondiente a los cánones 
recibidos. 
 

Quinto: adicional a ello, mi mandante siempre ha sido la 
arrendadora de los inmuebles, calidad que es independiente a la de 
propietario, es a través de esos contratos que garantiza su mínimo 
vital y ejerce el sostenimiento de las mismas propiedades. 
 
Sexto: los contratos existentes en vigencia de la unión marital de 

hecho, se señalan de la siguiente manera, RESALTANDO QUE, EL 
SEÑOR HECTOR DE JESUS AGUIRRE LOS RECIBIO INCLUSO 

LUEGO DE SALIR DE LA PROPIEDAD, respecto al inmueble ubicado 
en la carrera 60 23 53, hasta el mes de julio de 2020 inclusive y del 
apartamento 302 hasta el 30 de octubre de 2020: 
 

Fecha 

de 

arriendo 

Valor del 

arriendo 

Arrendatario Terminación 

contrato 

Dirección 

inmueble 

Julio 8 

de 2016 

$1.300.000.00 LORENA 

VILLA 

Abril 9 de 

2019 

Carrera 60 

23 -53 

Agosto 
14 de 
2019 

$1.400.000.00 NUTRISALUD AGOSTO 14 
DE 2020 

Carrera 60 
23 -53 

Febrero 
08 de 

2018 

$620.000.00 LILIANA 
PIEDRAHITA  

Septiembre 
28 de 2020 

Carrera 60 
23 51 

apartamento 
301 

04 de 

octubre 
de 2019 

$500.000.00 SANDRA 

CONTRERAS 

26 de 

septiembre 
de 2020 

Carrera 60 

23 51 
apartamento  

 
Séptimo: si bien es cierto que entre las partes hay una comunidad 
de bienes no es menos cierto que por ese solo hecho no puede 

deprecarse de uno de los comuneros la obligación de rendir cuentas 
si no existió entre ellos un convenio de administración, que como se 
advierte en el presente asunto efectivamente brilla por su ausencia 
en este asunto pues la simple declaración de parte no debe 
entenderse como tal en ese aspecto. 
 

Octavo: como se prueba con algunas cuentas de cobro del 
demandante, no había forma de que mi mandante fuera la 
administradora como la advierte el señor, pues el mismo cobraba y 
efectivamente se le pagaba por tal concepto. 
 

FALTA DE CAUSA PARA PEDIR LA RENDICION DE CUENTAS 

 
De los elementos planteados anteriormente y de los que a 
continuación esbozo, le indico al despacho que, no está llamada a 
rendir cuentas mi mandante toda vez que no se encuentra en 
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ninguna de las condiciones planteados normativamente para 

proceder a su obligación como tal, toda vez y se insiste jamás hubo 
acuerdo entre las partes para tal fin. 
 
¿Quiénes son los llamados a rendir cuentas? 
Para responder esta pregunta hago acopio de la jurisprudencia de los 
órganos de cierre que en sentencia STC4574-2019 – de la Corte 

Suprema de Justicia. Magistrado ponente: AROLDO WILSON 

QUIROZ MONSALVO. Radicación n.º 11001-22-03-000-2019-

00254-01 

 
En primer lugar, cumple memorar que la jurisprudencia 
constitucional al ocuparse del juicio de rendición provocada de 

cuentas, precisó que:  
 

…“El objeto de este proceso, es que todo aquel que conforme a la 
ley, esté obligado a rendir cuentas de su administración lo haga, 
si voluntariamente no ha procedido a hacerlo. 
 

Antes de la reforma del Código de Procedimiento Civil el proceso 
presentaba dos fases, perfectamente definidas y con sus 
respectivos objetivos: la primera para determinar la obligación 
de rendir las cuentas; la segunda, tendiente a establecer el 
monto o la cantidad que una parte salía a deber a la otra. Con la 
reforma de 1989, el proceso fue simplificado y puede culminar 

sin necesidad de dictar sentencia, en el supuesto de que no 
exista controversia sobre el monto fijado en la demanda, pues si 
el demandado, dentro del término de traslado no se opone a 
recibir las cuentas presentadas, ni las objeta, ni propone 

excepciones previas, el juez las aprueba mediante auto que no 
es apelable y prestará mérito ejecutivo”.  

 
Los procesos de rendición provocada de cuentas suponen, así, 
de parte de quien es llamado a rendirlas, una obligación de 
hacerlo. Y esa obligación de rendir cuentas se deriva, por regla 
general, de otra obligación: la de gestionar actividades o 
negocios por otro. En el Derecho sustancial, están obligados a 

rendir cuentas, entre muchos otros, por ejemplo, los 
guardadores –tutores o curadores- (arts. 504 a 507, Código Civil 
Colombiano), los curadores especiales (art. 584, C.C.C), el 
heredero beneficiario respecto de los acreedores hereditarios y 
testamentarios (arts. 1318 a 1320, C.C.C), el albacea (art. 136, 
C.C.C), el mandatario (arts. 2181, C.C.C., y 1268 del Código de 

Comercio), el secuestre (art. 2279, C.C.C), el agente oficioso (art. 
1312, C.C.C), el administrador de la cosa común (arts. 484 a 
486, C.P.C), el administrador de las personas jurídicas 
comerciales (arts. 153, 230, 238 y 318, Co.Co., y 45, Ley 222 de 
1995), el liquidador (arts. 238, Co.Co., y 59, inc. 5, Ley 1116 de 
2006), el gestor de las cuentas en participación (arts. 507 y 512 

del Co.Co.), el fiduciario (art. 1234, Co.Co.), el comisionista (art. 
1299, Co.Co.) y el editor (arts. 1362 y 1368, Co.Co.). En todas 
estas hipótesis, los sujetos obligados a rendir cuentas lo están 
porque previamente ha habido un acto jurídico (contrato, 
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mandamiento judicial, disposición legal) que los obliga a 

gestionar negocios o actividades por otra persona.  
 
De hecho, un comunero, si es designado administrador de la 
comunidad, en la forma como lo disponen los artículos 484 y 
486 del Código de Procedimiento Civil, seguramente estará 
obligado a rendir cuentas de su gestión, espontáneamente o a 

petición de los comuneros (artículo 485, C.P.C). Pero si el caso 
es que uno de los comuneros ha introducido motu proprio, y con 
afectación a su propio peculio, mejoras en la cosa común, la 
única hipótesis en la cual estaría llamado a rendir cuentas de su 
gestión, es que solicite para sí el reembolso de lo pagado por él 
en pro de la comunidad (artículo 2325, C.C.C), o que solicite el 

reconocimiento de las mejoras.  En estos dos últimos eventos, 
los escenarios procesales para rendir las cuentas no serían, 

precisamente, los procesos de rendición de cuentas, sino los 
procesos en los cuales se solicite el reembolso de lo pagado en 
pro de la comunidad o el reconocimiento de mejoras, y no como 
obligación del comunero, sino como condición indispensable 

para obtener lo pretendido (Subrayado fuera de texto, C.C. T-
143/08). 
 
En esa medida es presupuesto de la acción, de forzosa 
verificación del funcionario judicial, la existencia de un convenio 
o mandato legal que imponga al convocado la obligación de 

rendir las cuentas pedidas derivadas de la administración que se 
le confirió. 
 
De allí que la Ley 95 de 1890 previó en el artículo 16 que «si los 

comuneros no se avinieren en cuanto al uso de las cosas 
comunes nombrarán un administrador que lo arregle, sin 

perjuicio del derecho de los comuneros a reclamar ante el Juez 
contra las resoluciones del Administrador, si no fueren legales». 
 
Así las cosas, como regla de principio, la comunidad por sí sola 
no genera el deber de rendir cuentas para uno de sus 
integrantes por el hecho de usar la cosa, en la medida en que 

presupuesto indispensable para que surja esa obligación es el 
pacto de los comuneros respecto de la administración del bien. 
 
La doctrina sobre este tema igualmente ha dicho:  
 
El único legitimado para reclamar las cuentas y, por tanto, 

asumir la calidad de demandante es la persona que efectuó el 
encargo (mandante) o quien tiene el derecho de exigirlas de 
acuerdo con la ley (heredero), mientras que el demandado es la 
persona que llevó a cabo la gestión (mandatario, albacea, 
secuestre). 
 

Lo anterior, cobra mayor relevancia, si se tiene en cuenta que el 
artículo 1º de la Ley 28 de 1932 prevé que: 
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Durante el matrimonio cada uno de los cónyuges tiene la libre 

administración y disposición tanto de los bienes que le 
pertenezcan al momento de contraerse el matrimonio o que 
hubiere aportado a él, como de los demás que por cualquier 
causa hubiere adquirido o adquiera; pero a la disolución del 
matrimonio o en cualquier otro evento en que conforme al 
Código Civil deba liquidarse la sociedad conyugal, se 

considerará que los cónyuges han tenido esta sociedad desde la 
celebración del matrimonio, y en consecuencia se procederá a su 
liquidación». 

 
En ese orden de ideas, no existiendo la calidad de administrador de 
los bienes en comunidad, no le asiste al demandante solicitar se le 

rindan cuentas de una gestión que no tiene 
 

Es cierto que los inmuebles están generando renta a favor de la 
demandada que hoy tiene la posesión de dichos inmuebles. 
 
Adicional a ello, cabe señalar que, el demandante mediante escritura 

pública 8522 del 02 de noviembre de 2021, transfiere el 50% del 
derecho que en común y proindiviso tenía con la demandante del 
inmueble ubicado en la carrera 60 23 -53, no entendiendo entonces 
porque solicita rendir cuentas sobre un inmueble que ya no le 
pertenece. 
 

A renglón seguido no queda demostrado por la parte actora las 
condiciones de modo, tiempo y lugar en las que se dio el contrato de 
mandato con la demandada. 
 

Cabe advertir que los inmuebles están arrendados, pero como se 
insiste mi mandante no esta obligada a rendir cuentas, por lo aquí 

expresado a más de indicar que, este no es el proceso para hacer 
valer su derecho sobre los mismos. 
 

PRUEBAS Y ANEXOS 

 
Solicito señor Juez, se sirva decretar y practicar las siguientes 

pruebas, por ser conducentes y pertinentes de cara a demostrar la 
imposibilidad de mi mandante de haber hecho con el demandante 
acuerdo de administración de los bienes, que sobre los cánones 
recibidos por el mismo no puede aspirar que se le paguen 
nuevamente en caso de tener derecho y las excepciones propuestas 
siendo para el fin: 

 
1. DOCUMENTALES.  
 

• Sentencia declaración de unión marital de hecho donde se 
indica inicio y disolución de la misma. 
 

• Acta de Audiencia de pruebas y fallo con estos documentos 
pretendo demostrar que para antes de la fecha indicada por el 
demandante donde advierte se puso de acuerdo con mi 
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mandante para administrar ya tenían rotas las comunicaciones 

por la orden de restricción. 
 

• Incidente de desacato por incumplimiento al fallo – esta prueba 
acredita que los problemas de violencia eran de tal magnitud 
que no se advertía acuerdo para administrar bienes. 
 

• Copia de la notificación de la venta del 50% del inmueble 
mencionado, donde se anexa copia de la escritura por el 

apoderado del demandante, aquí pierde el dominio del 
inmueble por lo que no le asiste derecho a reclamar cuentas. 
 

• Certificado de libertad con la anotación respectiva de 
inscripción de venta. 
 

• Copia de los contratos de arrendamientos de los inmuebles, 
con ello se prueba fecha de inicio y valores de los cánones. 
 

• Constancia de terminación de los contratos- 
 

• Cuentas de cobro del señor HECTOR AGUIRRE a los inquilinos, 
dando cuenta de que no había un administrador de los 
mismos, en tal sentido debería estar a nombre de la señora 
NORA ELENA GARCÍA 
 

3. TESTIMONIALES. Solicito señor Juez, se sirva escuchar la 
declaración de las siguientes personas, todas mayores de edad y 

domiciliadas en Medellín, quienes darán cuentas de la refutación de 
los hechos que no se pueden acreditar con prueba documental y las 

excepciones presentadas, siendo ellos: 
 
JAMES WALDO MEJÍA ECHAVARRIA persona mayor de edad, 
identificado con cédula de ciudadanía número 71.367.243; ubicable 

en la Carrera 60 23 -53 Medellín. Correo electrónico 
jamesmejia201439@gmail.com 
 
AMALIA LUCIA GARCIA GOMEZ, persona mayor de edad, 
identificado con cédula de ciudadanía número 42.961.548; ubicable 
en la carrera 65c 26-09 Medellín, correo electrónico: al momento no 

cuenta 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 

Invoco como fundamentos que soportan lo formulado en esta 
contestación las normas sustanciales y procesales que regulan el 

proceso de rendición de cuentas.  
 

DEPENDENCIA JUDICIAL 

 
Solicito señor juez, sea reconocido como dependiente judicial a LINA 
MARCELA BUILES GONZÁLEZ, identificada con cédula de 

ciudadanía número 43.987.364 de Medellín, con facultades expresas 
para revisar el expediente, retirar documentos, títulos, los anexos, el 
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desglose, solicitar notificaciones y todo lo que requiera el desarrollo 

de su gestión. 
 

DIRECCIONES Y NOTIFICACIONES 

 
- De demandante y demás partes téngase en cuenta la aportada 
en el expediente 

 
- La suscrita recibirá notificaciones en la secretaría del 
despacho, o en la Carrera 49 # 50 – 58 oficina 307 de Medellín o en 
el teléfono 5 11 45 92/3113231182. correo electrónico: 
opbuiles71@yahoo.es 
 

 
Cordialmente,  

 

 

 
_______________________________ 

OLGA PATRICIA BUILES GONZALEZ 

CC 43.557.042 de Medellín. 
TP. 132.123 del C. S. De la J.  
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   DISTRITO JUDICIAL DE MEDELLÍN 

   TRIBUNAL SUPERIOR 

   SALA QUINTA DE DECISIÓN DE FAMILIA 

Medellín, primero de abril de dos mil veintidós  

 

Encontrándose agotado el trámite prescrito por el artículo 14 del Decreto 806 de 

2020, se procede a resolver el recurso de apelación formulado por la apoderada de 

la parte demandada, contra la sentencia proferida el 17 de noviembre de 2021 por el 

Juzgado Tercero de Familia Oral del Circuito de Medellín, en el proceso verbal de 

declaración de existencia de unión marital de hecho y sociedad patrimonial entre 

compañeros permanentes promovido por Héctor de Jesús Aguirre Gómez, contra 

Nora Elena García Ramírez. 

 

ANTECEDENTES 

 

A través de escrito del 30 de octubre de 2020, Héctor de Jesús Aguirre Gómez 

presentó demanda verbal en contra de Nora Elena García Ramírez, tendiente a 

obtener la declaración de existencia de la unión marital de hecho y sociedad 

patrimonial entre compañeros permanentes conformada con la demandada, 

señalando que la misma tuvo inicio desde el año 2003 la cual perduró hasta el 21 de 

octubre de 2019. Se dijo que en dicha unión se compartió techo, lecho y mesa, y 

durante su vigencia se creó una sociedad patrimonial integrada por activos y pasivos 

que adquirieron durante su vigencia.  



 

Con fundamento en lo anterior, elevó las siguientes pretensiones:  

 

1.- Que se declare que entre Héctor de Jesús Aguirre Gómez y Nora Elena García 

Ramírez existió una unión marital de hecho desde el año 2003 hasta el 21 de octubre 

de 2019.  

 

2.- Que, como consecuencia, se declare que entre Héctor de Jesús Aguirre Gómez y 

Nora Elena García Ramírez existió una sociedad patrimonial entre las mismas fechas 

y se ordene su disolución y liquidación.  

 

3.- Se ordene a Nora Elena García Ramírez la rendición de cuentas de los cánones 

de arrendamiento de los dos apartamentos tercer piso 301-302 sin licencia de 

construcción y el bien inmueble con matrícula inmobiliaria 001-683929 primer piso de 

la Cra 60 No. 23-53 barrio Trinidad. 

 

4- Que se condene en costas a la parte vencida en el proceso. 

 

RESPUESTA DE LA DEMANDA 

 

Notificada del presente trámite, Nora Elena García Ramírez se opuso a las 

pretensiones de la demanda, cuestionando en esencia la fecha de inicio de la 

convivencia con el demandante, pues contrario al dicho por aquel, esta se remonta 

al mes de mayo de 2016 aceptando como fecha final el 21 de octubre de 2019. 

Cuestionó igualmente la singularidad, la permanencia, el socorro y la ayuda mutua 

en dicha unión marital, por los comportamientos del demandante, de quien dice tenía 

relaciones alternas y por momentos se ausentaba por varios días del hogar. Con 

fundamento en lo expresado, esgrimió como excepciones las que denominó: “falta 

de requisitos legales para configuración de la unión que se depreca; falta de ayuda y 

socorro mutuos entre los supuestos compañeros permanentes; caducidad respecto 

a los efectos patrimoniales de la unión marital de hecho”. 

 

SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA 

 

Mediante providencia del 17 de noviembre de 2021, el Juzgado Tercero de Familia 

de Oralidad de Medellín dictó sentencia declarando (i) no probadas las excepciones 

formuladas por la parte demandada; (ii) la existencia de una unión marital de hecho 

entre Héctor de Jesús Aguirre Gómez y Nora Elena García Ramírez desde el 01 de 



octubre de 2003 hasta el 21 de octubre de 2019, con ocasión de la cual se formó una 

sociedad patrimonial entre compañeros permanentes en estado de disolución y 

liquidación; además (iii) ordenó la inscripción de la sentencia en los registros civiles 

de nacimiento y de varios de cada uno de los ex compañeros y se condenó en costas 

a la demandada. 

 

Para sustentar lo anterior, dijo el juez de primera instancia que, conforme a lo 

aceptado en la contestación de la demanda por la demandada, era evidente que entre 

las partes había existido una unión marital, lo cual incluso se reconoció en el 

interrogatorio que absolviere Nora Elena García. No obstante significar que dicha 

aceptación se refería solo a partir del año 2016, expuso que las pruebas arrimadas 

al plenario, en especial, la testimonial ofrecida por la parte demandante y los 

documentos arrimados entre los cuales destacó la escritura pública 442 de 2016, y 

las diligencias de declaración ofrecidas ante el Juzgado Quince Civil del Circuito de 

Medellín, permitían inferir, luego de apreciarlos en su conjunto, que entre los litigantes 

existió dicha unión familiar a partir del 1 de octubre de 2003 y hasta el 21 de octubre 

de 2019, cuando se materializó la orden desalojo emitida por la comisaria dentro del 

trámite por violencia intrafamiliar adelantado a instancia de la aquí demandada y por 

ende tuvo fin la convivencia. Consecuente con dicha declaración, procedió a estudiar 

lo pertinente a la configuración de la sociedad patrimonial derivada de la unión 

marital, encontrándola acreditada entre las fechas comentadas. Posteriormente se 

refirió a las excepciones de mérito formuladas, para concluir que las mismas no 

tenían la potencialidad de enervar las pretensiones. Finalmente condenó en costas a 

la demandada. 

 

Inconforme con la decisión, impetró recurso de alzada la parte demandada 

arguyendo como reparos los siguientes: (i) Se cuestiona que el juez de primera 

instancia haya declarado la existencia de la unión marital desde el año 2003, con 

fundamento en indicios, cuando la prueba practicada no arrojó con certeza el extremo 

inicial de dicha relación, lo cual, si bien no es presupuesto para la declaratoria de la 

unión marital de hecho, si es relevante para la declaratoria de la existencia de una 

sociedad patrimonial por el término superior a dos años que debe acreditarse para 

aquella. (ii) Se dice que el análisis del despacho de primer grado fue errado y no se 

compadece con un estudio integral de la prueba, al desconocerse las contradicciones 

en que incurrieron los testigos entre sí y con la prueba documental aportada. (iii). Se 

le restó completa credibilidad al dicho de la demandada Nora Elena García, a los 

testigos por ella traídos y a la demostrada ausencia de permanencia de la relación 

marital que quedó evidenciada en el plenario. (iv) Aplicó presunciones en el análisis 



de la escritura pública de compraventa 442 de 2016 de la cual no se advierte que los 

compradores de la misma fueren compañeros permanentes entre sí o la 

determinación de convivencia de aquellos.  

 

El memorial mediante el cual la apoderada apelante sustentó los reparos contra la 

sentencia de primera instancia, fue enviado a la contraparte mediante la remisión de 

su copia por medio del correo electrónico autorizado para ello, por lo que se 

prescindió de dar el respectivo traslado por secretaría, conforme a lo prescrito por el 

parágrafo del artículo 9, en concordancia con el artículo 14 del Decreto 806 de 2020, 

en todo caso, el término respectivo se venció en silencio. 

 

CONSIDERACIONES 

  

1.- Revisada la actuación cumplida no se observa impedimento alguno para proferir 

sentencia de mérito, pues la demanda reúne los requisitos legales, su trámite se ha 

cumplido con sujeción al rito del proceso verbal, ante el juez competente y están 

demostradas la capacidad para ser parte, la capacidad para comparecer al proceso, 

así como el interés para obrar, tanto por activa como por pasiva. 

 

De conformidad con los artículos 320 inciso 1° y 328 inciso 1° del Código General del 

Proceso, la Sala revisa la sentencia impugnada únicamente en relación con los 

reparos concretos formulados por la por la parte demandada.  

 

2.- Con la vigencia de la Ley 54 de 1990, que fue modificada por la Ley 979 de 2005, 

una comunidad de vida permanente y singular de dos personas que no estando 

casadas ni bajo impedimentos para contraer matrimonio, da nacimiento a una unión 

marital de hecho, como novedosa forma de constitución de familia natural, 

generándose incluso un estado civil correspondiente a aquella; ello como expresión 

de la máxima constitucional según la cual la familia es el núcleo fundamental de la 

sociedad la que se constituye por vínculos naturales y jurídicos y por la decisión 

autónoma de una pareja de unirse en matrimonio o por la voluntad responsable de 

conformarla. 

 

Son requisitos esenciales de la unión marital de hecho la voluntad responsable de 

conformar dicha forma de unión y la comunidad de vida permanente y singular.  

 

La voluntad se representa en la expresión clara y unánime de la pareja dirigida 

inequívocamente en dirección de conformar una familia. La comunidad de vida, en 



donde se mira la conducta de la pareja frente a esa voluntad de conformación familiar, 

está integrada por aspectos objetivos como la convivencia, la ayuda y el socorro 

mutuos, las relaciones sexuales, la permanencia y subjetivos como el ánimo mutuo 

de permanencia, de unidad y la affectio maritalis. Lo sustancial aquí se representa 

entonces en la convivencia marital.  

 

El requisito de la permanencia reclama por la estabilidad, la continuidad o 

perseverancia en la comunidad de vida. La singularidad, por su parte, clama por una 

exclusiva o única unión marital de hecho, excluyendo de suyo la existencia de 

relaciones alternas que reúnan los requisitos mencionados. (CSJ. Sala Civil. 

Sentencia 239 de 12 de diciembre de 2001 Reiterada en fallos de 27 de julio de 2010, 

expediente 00558, y de 18 de diciembre de 2012, expediente 00313, entre otros). 

 

3.- Los reparos que elevó la recurrente, cuestionan  que en la sentencia de primer 

grado se dio por probado sin estarlo, el presupuesto de la permanencia de la unión 

marital entre demandante y demandado; a su vez, la fecha de inicio de la unión 

marital declarada por el juez a quo y el examen probatorio que lo llevó a esbozar las 

conclusiones relativas a ello;  finalmente, que se aplicaron unas presunciones en la 

valoración de una prueba documental -escritura pública  No. 446 de 2016 de la 

Notaría Quince del circulo de Medellín que condujeron a errados razonamientos. La 

Sala procede a continuación a pronunciarse sobre los mismos.  

 

Comiéncese por señalar que la pretensión de la demanda tal y como quedó 

establecida desde el libelo inicial, estuvo orientada entre otros asuntos, a que la unión 

marital surgida entre Nora Elena García Ramírez y Héctor de Jesús Aguirre Gómez, 

fuere declarada desde el año 2003, lo cual encontró eco con la sentencia de primer 

grado, después que el juez diera por probado que los citados convivieron y formaron 

esa unión entre compañeros desde el 1 de octubre de 2003 y hasta el 21 de octubre 

de 2019 luego de analizar la prueba arrimada al juicio. 

 

Esa decisión, para tomar como marco referencial del inicio de la unión marital, se 

apoyó en los testimonios de Miguel Ángel Aguirre, Julián David Álvarez y Andrés 

Felipe Ríos traídos al proceso a instancias de la parte demandante. También en la 

prueba documental- historial del vehículo de placas CZF082 del año 2015 donde 

figuran como propietarios Nora Elena García y Héctor de Jesús Aguirre; la escritura 

pública 446 del 27 de enero de 2016 de la Notaría Quince del Círculo de Medellín; el 

acto administrativo que ordena el desalojó del demandante emitido por autoridad 

administrativa en ejercicio de sus funciones; la resolución 162c de 2016 a través de 



la cual se sanciona como propietarios en común a Nora Elena y Héctor de Jesús por 

violación a normas urbanísticas; la declaración vertida en diligencia ante el Juzgado 

Quince Civil del Circuito de Medellín dentro de un proceso de pertenencia que 

adelantó la aquí demanda sobre bien inmueble y la escritura pública 4925 del 10 de 

diciembre de 2015. 

 

Estas probanzas citadas fueron el fundamento objetivo en que se apoyó el juez a quo 

para señalar que la unión marital entre las partes del litigio inició el 1 de octubre de 

2003 y finalizó el 21 de octubre de 2019. Sin embargo, una mirada juiciosa de esos 

elementos de convicción, tal y como se denuncia en los reparos que por ello abogan, 

no permite observar con la contundencia que se requiere, que esos resultados 

efectivamente fueron los que se presentaron en este caso; en especial, lo que 

concierne a la fecha de inicio de dicha convivencia. 

 

Ello porque ninguno de los documentos a los que se acaba de hacer alusión, 

demarcan ese hito temporal; más bien, si se observa con detalle, todos parecen 

sugerir actos representativos de una comunidad de vida solo a partir de los años 2015 

y 2016.  

 

El historial del vehículo de placas CZF082 y el histórico de propietarios, dan cuenta 

de la titularidad que Héctor y Nora adquirieron sobre dicho bien a partir del 28 de 

diciembre de 20151. La escritura pública 446 del 27 de enero de 2016 de la Notaría 

Quince de Medellín que contiene la compraventa sobre unos bienes inmuebles con 

matrículas 001-683929, 001-683930, y el acto de afectación a vivienda familiar que 

de esta última matrícula se hizo en esa misma escritura, igualmente hacen lo propio 

para verificar que entre Nora Elena y Héctor de Jesús se adquirieron aquellos 

inmuebles como pareja a partir de esa data.  

 

La resolución 143 del 3 de octubre de 2019, da cuenta del trámite administrativo que 

se adelantó por los hechos de violencia denunciados por la aquí demandada y sirve 

de pauta para marcar el fin de la convivencia como acto por el cual se ordenó el 

desalojo ya reseñado, más no sirve tampoco para dar cuenta del inicio de la 

convivencia o comunidad de vida entre los compañeros.  

 

Idénticas conclusiones se extraen de los documentos que corresponden al trámite 

para verificación de cumplimiento de requisitos urbanísticos derivados de la 

                                                           
1 Consecutivo 08. Cuaderno primera instancia. 



construcción adelantada en la nomenclatura 60 No. 23 51 y la sanción que se emite 

a los propietarios Nora Elena y Héctor de Jesús, todos con fechas posteriores al año 

2016, por lo que no sirven para aportar a lo que se viene indagando frente al inicio 

de la comunidad en el año 2003. 

 

La prueba documental que contiene la declaración ofrecida por Gonzalo García 

Ramírez ante el Juzgado Quince Civil del Circuito de Medellín en el mes de julio de 

2007, y a la que se le atribuyó valor demostrativo, no concluye tampoco una unión 

marital entre compañeros; la referencia que se hace por dicho declarante al decir 

“Nora García ha querido quedarse con la casa en la que habité y habitó mi hermano 

hasta nuestra salida de dicha residencia ella obra influida por su amante o compañero 

Héctor Aguirre (salmo) y también por mi hermano Jairo Alberto toda vez que en 

múltiples ocasiones me manifestó que ella se quedaría en propiedad con dicha 

residencia”, debe tomarse como lo que es, una mención de que su hermana tenía 

una relación sentimental con el señor Héctor Aguirre de quien se dijo que era su 

amante o compañero. 

 

Entender de allí solo lo que se alude al calificativo de “compañero” para derivar de 

ello que entonces el señor Héctor Aguirre era el compañero de Nora Elena ya para 

el día 23 de julio de 2007 que se rindió la declaración, sería desconocer el conjunto 

de esa afirmación donde se admitió la posibilidad de que también este señor fuera su 

amante (condición distinta a la de compañero permanente), lo cual se refrendó en 

otra de las respuestas que allí se entregó al decir “el señor antes mencionado (Héctor) 

es el amante o compañero de Nora Elena y nunca ha tenido negocios con ella”. 

 

Incluso si se aprecia mayor rigor el documento que recogió la declaración ofrecida, 

por ninguna parte se menciona que el señor Héctor Aguirre para esa data ya viviera 

en el domicilio que era pretendido por prescripción adquisitiva de dominio y mucho 

menos que en caso de existir esa convivencia en el hogar de los padres de la 

demandada, la misma se remontara al año 2003.  

 

Ni siquiera ello se extrae del dicho según el cual se preguntó en dicha diligencia a la 

señora Nora Elena “según declaración de doña Carmen Cecilia Palacio Rúa, al 

decirnos quien habita en el inmueble objeto de este proceso, manifestó “y el marido 

de Nora de toda la vida lo he conocido como salmo, pero no se el nombre”. ¿Es cierto 

sí o no? CONTESTO: es un amigo de toda la vida con el que siempre ha estado 

conmigo en el buena y en la mala, ya que lo quieran poner de marido, porque amigos 

tengo muchos porque él tiene su esposa y sus hijos” (sic), pues además de no 



admitirlo, fue contundente en significar que era un amigo y que este tenía esposa e 

hijos.  

 

Además, continúa la declarante en esa oportunidad señalando a la pregunta “en las 

declaraciones rendidas por el señor Héctor de Jesús Aguirre Gómez, Ramiro Antonio 

Estrada Jaramillo, Carmen Cecilia Palacio Rúa y Amalia Lucia García Gómez, son 

acordes en manifestar que usted ocupa el inmueble objeto de este proceso hace 

aproximadamente 35 a 40 años, fecha que igualmente determina que la conocen a 

usted. Es cierto lo afirmado por ellos, ¿sí o no? CONTESTO. Como son vecinos de 

toda la vida me conocen desde hace mucho tiempo que soy nacida y criada en el 

mismo sector (…)”, de lo que se infiere que dicha respuesta que cobijaba a Héctor 

Aguirre, lo excluía como habitante de la vivienda que allí se pretendía; por lo que 

tampoco se extrae la conclusión de la convivencia con Héctor Aguirre ya en esa data 

y en ese domicilio. 

 

Como se ve, ninguno de los documentos valorados por el a quo para concluir que la 

convivencia inició en el año 2003, arrojan ese resultado. Hay que decir en adición, 

que los que se aportaron por la parte demandada, entre ellos, los relacionados con 

las diligencias del trámite de violencia intrafamiliar, atención psicológica, extracto del 

fondo de Alianza Fiduciaria, certificación de crédito de la Cooperativa Cootrafa y el 

pagaré que garantizaría dicha obligación, tampoco muestran lo que se viene 

indagando; es más no reportan utilidad alguna para conocer ese asunto particular. 

 

Debe decirse en adición que la mención que se hace en la escritura pública referida 

442 de 2016 de la Notaría Quince del Círculo de Medellín, sobre la calidad de solteros 

y con unión marital de cada uno de los adquirentes aquí partes procesales, no da 

para constatar de ello que dicha calidad se presenta entre los allí firmantes en la parte 

compradora y mucho menos que existiendo ese vínculo, de allí se concluya que lo 

era desde el año 2003.  

 

Ahora, si bien los testimonios de la parte demandante señalaron a grandes rasgos 

que conocía de toda la vida a Héctor de Jesús y Nora Elena y que siempre se vieron 

juntos y los reconocían como una pareja de esposos desde el año 2003, aquellos 

merecen ser valorados con recelo por las evidentes contradicciones que en ellos se 

observa con respecto a las fechas en que dicen tuvieron conocimiento del inicio de 

la relación de pareja entre los esposos y la convivencia en el domicilio de los padres 

de la demandada.  

 



Por ejemplo, del testimonio de Julián David Álvarez Zapata no pudo extraerse una 

fecha concreta a partir de la cual se fijará el hito temporal inicial de la relación, pese 

a señalar que conoció a la pareja porque siempre los vio juntos, porque vivían en un 

primer piso y porque luego los ayudó a pasar a una casa al lado de la cual vivían; 

resultando que nunca ingresó a la casa de estos y ningún contacto tuvo o refirió tener 

con respecto a la vivienda donde presuntamente se inició la convivencia. 

 

Del testimonio de Miguel Ángel Aguirre Carrero, hijo del demandante, puede 

apreciarse la relación que tenía su padre con la señora Nora Elena, pues de ello dan 

cuenta los actos referenciados en los cuales se enuncia que compartieron varios 

momentos entre ellos, fiestas, paseos familiares, almuerzos; pero de allí tampoco se 

extrae el conocimiento cierto según el cual desde el mes de octubre de 2003, las 

partes iniciaron su convivencia y proyecto de unión marital, porque a pesar que refirió 

que en varias oportunidades este había ido a la casa donde presuntamente vivía la 

pareja sobre todo a “almorzar”, señaló de esto que dichas visitas las había realizado 

en los años 2007 y 2008 cuando empezó a visitar ese hogar. Incluso alcanzó a sugerir 

que la convivencia entre la pareja inició en el año 2001, lo que de suyo ya generaba 

muchas contradicciones que le restan credibilidad en ese específico sentido a sus 

dichos. 

 

Andrés Felipe Ríos Estrada tampoco fue claro en señalar una fecha cierta que se 

acompase con la conclusión del juez, porque a pesar que se dijo cercano a los 

contendientes, nunca visitó la casa por ellos habitada y al consultársele sobre la razón 

del conocimiento que tenía acerca de que el señor Héctor vivía en la casa de los 

padres de Nora García, este lo explicó refiriendo que siempre veía ahí el carro afuera 

de ese primer piso, pero igualmente manifestó solo lo llegó a observar una o dos 

veces al año porque no pasaba constantemente por ese lugar; luego no es un 

testimonio que pueda acogerse para soportar la fecha, como si eventualmente para 

señalar que entre la pareja existió una relación sentimental. 

 

Estas disertaciones dejan en evidencia que la declaración temporal al respecto no 

tiene un soporte probatorio serio y contundente el cual resista el examen en esta 

instancia convocado a modo de reparos. 

 

De ahí que se pregunte la Sala si efectivamente dicha unión marital tuvo lugar desde 

el año 2003, como es posible que 13 años de convivencia que debieron transcurrir 

desde esa anualidad hasta el año 2016, cuando se tiene un principio de prueba sobre 

la verdadera voluntad de conformar una familia por los litigantes según lo que se dijo 



párrafos arriba, aparezcan solo soportados en dos testimonios traídos por el 

interesado sin ninguna otra evidencia que respalde esa afirmación, la que era 

fácilmente demostrable sobre todo por Héctor de Jesús Aguirre, quien pese a que en 

el interrogatorio intentó dar detalles sobre la supuesta convivencia en casa de los 

padres de Nora Elena, aquella la remontó al año 2000, lo cual tampoco se 

compadeció ni siquiera con su propia pretensión plasmada en la demanda, 

generándose así ciertas contradicciones que a su vez debilitan la fuerza demostrativa 

de esa declaración. 

 

Aquí habría que decir que a la prueba testimonial de la parte demandante se le opone 

la de la parte demandada, la que tampoco sirve para colegir que el señor Héctor 

Aguirre efectivamente convivió en la casa paterna con Nora Elena en la vida de sus 

padres. Ninguno de los testigos de ese extremo afirmó esa situación. Por el contrario, 

todos, al unísono, fueron categóricos en señalar que, si bien conocían de vieja data 

al demandante, ninguno lo vinculó a la casa de los padres de Nora Elena donde 

presuntamente este dijo vivir con aquella desde el año 2000 “inmediatamente se 

separó de su esposa Angelica Carrero”. 

 

Por ejemplo, el del hermano Jairo García, quien como habitante de la casa materna 

donde presuntamente dijo vivir Héctor de Jesús con Nora Elena, señaló tajantemente 

que nunca había vivido con él, ni siquiera lo había tratado, pese a que permaneció 

en dicha residencia hasta el año 2015. También el testimonio de la vecina Silvia del 

Socorro Velásquez sirve para ilustrar esa situación de que el señor Héctor de Jesús 

no convivía en la casa de los padres de Nora Elena desde el año 2003 por cuanto 

aquella visitaba ese domicilio por cuestiones de la iglesia y nunca lo vio allí. La señora 

Amalia García por su parte, también refirió que visitaba la casa de los padres de Nora 

Elena y tomaba café cada ocho días con la madre de esta y que no veía allí al señor; 

testimonio este último que resulta espontáneo, concordante y objetivo y al que la sala 

le da total credibilidad.  

 

Estos relatos son claves para plasmar una realidad reconocida en este proceso 

conforme a la prueba practicada; la relación de las partes encontradas no supuso 

desde el inicio una unión de las que trata la Ley 54 de 1990 sino una de noviazgo, 

que por ausencia del requisito de la comunidad de vida no la catalogaba como unión 

entre compañeros desde el momento declarado por el juez de primera instancia. 

 

Estas versiones rendidas por aquellos, incluso encuentran apoyo en la prueba 

documental que se valoró arriba, por lo que existe convergencia entre el dicho de los 



terceros y los actos ahí si documentados que dieron cuenta de la materialización de 

la relación de compañeros que se empezó a gestar a partir del año 2015, cuando la 

pareja decidió voluntariamente ir a vivir a la casa adquirida con nomenclatura 60 No. 

23-41 y ya incluso había adquirido proindiviso un bien mueble. 

 

Lo que evidencia en conjunto la prueba recaudada, es que entre las partes en litigio 

existió una larga relación sentimental que se remonta incluso al año 1990, conforme 

lo señalaron varios de los testigos traídos a juicio y lo admitieron las mismas partes 

en sus interrogatorios. Pero esa relación de noviazgo, se extendió en el tiempo hasta 

el año 2015-2016 cuando Héctor y Nora decidieron ahí si conformar una unión marital 

representada en la convivencia y en la voluntad de conformar una familia con un 

proyecto común, que ya se dibujaba con los actos objetivos que empezaron a 

gestarse desde finales de 2015, a la sazón, la adquisición de un vehículo tipo carro 

marca Clío de placas CZF082, la mención que se hace de la conformación de una 

unión marital en la escritura pública del 10 de diciembre de 2015 de la Notaría 20 del 

Círculo de Medellín2 y la adquisición de un inmueble representado en el acto de 

otorgamiento de la escritura pública 442 del 2016 de la Notaría Quince del Círculo de 

Medellín. De ahí que antes de este momento, entre las partes no se conformó una 

unión marital entre compañeros o al menos la parte demandante, no lo probó. 

 

Recuérdese que conforme a la jurisprudencia de la Sala Civil de la Corte Suprema 

de Justicia la unión marital está conformada por unos elementos bien determinados 

entre los que destaca “Una comunidad de vida, que no es otra cosa que la 

concatenación de actos emanados de la voluntad libre y espontánea de los 

compañeros permanentes, con el fin de aunar esfuerzos en pos de un bienestar 

común”3.  

 

Como tiene explicado la corporación referida, “(…) presupone la conciencia de que 

forman un núcleo familiar, exteriorizado en la convivencia y la participación en todos 

los aspectos esenciales de su existencia, dispensándose afecto y socorro, 

guardándose mutuo respeto, propendiendo por el crecimiento personal, social y 

profesional del otro (…)”.4 De ahí que, si el trato dispensado recíprocamente por sus 

componentes se aleja de esos principios básicos del comportamiento familiar, esto 

es, en cuanto lo contradicen, verbi gratia, una relación marital de independientes o 

                                                           
2 Archivo digital 21. Folio 23. Expediente primera instancia. 
3 Sentencia SC 10809-2015 del 13 de agosto de 2015. 
4 Providencia citada. 



de simples amantes, esto significa que el elemento volitivo en la dirección indicada 

no se ha podido estructurar.5 

 

En este sentido, los reparos restantes que eleva la abogada de la demandada tienen 

vocación de prosperidad. La fecha inicial de la unión marital declarada en la sentencia 

objeto de alzada, no tiene un soporte objetivo conforme al análisis en conjunto de la 

prueba obrante en el proceso.  

 

Aquí no se logró demostrar por quien tenía la carga probatoria conforme al artículo 

167 del Código General del Proceso, que la unión marital de hecho peticionada tuvo 

como inicio el año 2003 tal y como se lee en la demanda o en el año 2000 como lo 

manifestó el demandante en su interrogatorio. La comunidad de vida solo se predica 

desde el momento en que el elemento objetivo y subjetivo representado en la 

voluntad de conformar una familia con proyectos afines, los actos de la convivencia, 

la ayuda y el socorro mutuos, aparecen verificables; lo cual solo ocurre hasta finales 

del año 2015 y principios del año 2016, cuando se vendió la casa de los padres de 

Nora Elena y decidió adquirirse en común con el demandante algunos bienes, uno 

de ellos afectado y utilizado como vivienda familiar de la naciente relación de 

compañeros. 

 

Entonces, el 10 de diciembre de 2015 cuando se declaró en la escritura pública 4925 

de la Notaría 20 del Círculo de Medellín que Nora Elena era de estado civil soltera 

con unión marital de hecho, es la fecha que se toma como el momento a partir del 

cual nace la unión marital entre Héctor Aguirre y Nora García, lo cual es armónico no 

solo con lo declarado por esta última cuando en el interrogatorio acepta que 

efectivamente hubo una convivencia y que la misma se empezó a gestar cuando se 

fue a vivir con don Héctor Aguirre, sino también con el resto del material probatorio 

analizado en su conjunto, en específico, la prueba documental y los diversos 

testimonios a los que ya se hizo alusión. 

 

Ahora, no se toma el 27 de enero de 2016, momento en que se entregó el inmueble 

que sirvió como lugar de convivencia conforme se lee de la cláusula quinta de la 

escritura 442 de la Notaría Quince del Círculo de Medellín, como el límite temporal 

inicial para la declaración de la unión marital, porque no puede desconocerse la 

manifestación unilateral hecha por la demandada en ese otro documento público - 

escritura pública 4925 del 10 de diciembre de 2015 de la Notaría 20 del Círculo de 

                                                           
5 Expediente 11001-31-03-033-2008-00487-01. Corte Suprema de Justicia Sala de Casación Civil. MP 
Luis Armando Tolosa Villabona. 



Medellín-, donde ya daba cuenta de una unión marital y dicho momento se acompasa 

más con la gestación de todos esos actos de comunidad que se representan con la 

información obtenida a lo largo de este trámite judicial. 

 

De esto se concluye que señalar al año 2003 y más concretamente, al 1 de octubre 

de esa calenda como la fecha de inicio de la comunidad de vida que aquí se solicitó 

fuera declarada, es un aserto que no soportó en una debida valoración de la prueba 

arrimada. Por eso la decisión no puede mantenerse en lo que aquello refiere y el 

reparo tendiente a la modificación de esa data prospera, así como los que abogaban 

por que se valorara la prueba en conjunto y de forma integral; pruebas a las que luego 

de examinadas con mayor rigor se les da un significado distinto al que se había 

efectuado y son el producto de las resultas que se vienen significando. La sentencia 

se modificará en este aspecto. 

 

Por otro lado y en lo que tiene que ver con el reparto relacionado con la presunta falta 

del requisito de la permanencia en la relación marital que como se dijo existió 

conforme al hito temporal demarcado, debe señalarse que, desde la contestación al 

hecho primero del libelo genitor del proceso, la demandada aceptó por conducto de 

su apoderada judicial, una convivencia entre ella y Héctor de Jesús Aguirre al menos 

desde el 16 de mayo de 2016 y por ende el surgimiento de una unión marital entre 

compañeros. Esta manifestación fue confirmada en el interrogatorio que aquella 

ofreció al despacho, tras señalar que desde el año 2016 cuando adquirió la vivienda 

con nomenclatura Cra 60 No. 23-51 de la ciudad de Medellín, se fue a vivir con don 

Héctor Aguirre, empezando un proyecto familiar.  

 

El relato anotado, que se toma como confesión por apoderado a las voces del artículo 

193 del Código General del Proceso y también como propia según lo dispuesto por 

el artículo 191 ibidem en cuanto le es desfavorable a lo relatado por la declarante 

conforme a la pretensión que en su contra se elevó, se presenta útil para desechar 

de una vez dicho cuestionamiento, pues si ya se aceptó la conformación de esa unión 

marital por la misma demandada y por un interregno temporal de más de tres años, 

cualquier otro examen al respecto sobra, debido a la contradicción que apareja el 

significar que se tiene una unión marital con alguien pero que a su vez no se tiene.  

 



Si no fuere suficiente el anterior razonamiento, el punto de la permanencia dentro de 

la comunidad de vida, ya fue interpretado por la Corte Suprema de Justicia en 

sentencia SC15173-20166 del 24 de octubre de 2016, así:  

 

“5.3.3. El requisito de permanencia denota la estabilidad, continuidad o perseverancia en la 

comunidad de vida, al margen de elementos accidentales involucrados en su devenir, como 

acaece con el trato sexual, la cohabitación o su notoriedad, los cuales pueden existir o dejar 

de existir, según las circunstancias surgidas de la misma relación fáctica o establecidas por 

los interesados.   

 

Así, por ejemplo, la procreación o el trato carnal es factible que sea el resultado de disposición 

o de concesión de los miembros de la pareja, o impuestas por distintas razones, por ejemplo, 

impotencia o avanzada edad, etc., sin que por ello la comunidad de vida desaparezca, porque 

de ese modo dos personas de la tercera edad no podrían optar por la unión marital; tampoco, 

necesariamente, implica residir constantemente bajo el mismo techo, dado que ello puede 

estar justificado por motivos de salud; o por causas  económicas o laborales, entre otras, cual 

ocurre también en la vida matrimonial (artículo 178 del Código Civil); y la socialización o no 

de la relación simplemente facilita o dificulta la prueba de su existencia. 

 

La presencia de esas circunstancias no puede significar el aniquilamiento de los elementos 

internos de carácter psíquico en la pareja que fundan el entrecruzamiento de voluntades, 

inteligencia y afectos para hacerla permanente y duradera, pero que mucha veces 

externamente no aparecen ostensibles por circunstancias propias de los compañeros 

permanentes, por ejemplo, la cercanía en el parentesco, la diferencia de edades, las 

discriminaciones de género, la fuerza mayor, el caso fortuito o la satisfacción de las 

necesidades para la propia comunidad familiar, como cuando uno o ambos deben 

perentoriamente aceptar un empleo o un trabajo lejos del domicilio común, eso sí, 

conservando la singularidad”.  

 

Luego, las presuntas intermitencias de esa relación en vigencia de la comunidad de 

vida durante el tiempo de su vigencia de haber sido demostradas, pues a decir verdad 

la prueba en ese sentido no fue ofrecida, ningún mello le harían a la institución 

familiar, ya que la no permanencia constante de uno de los compañeros en el hogar 

común, no desdibuja la unión marital si ella sigue sustentándose en la idea de familia 

que le dio su nacimiento, la que en este caso pervivió al menos hasta el 21 de octubre 

de 2019, cuando por virtud de la orden administrativa de desalojo, se obligó al aquí 

demandante a abandonar el hogar conformado con la demandada.  

 

                                                           
6 Sala de Casación Civil. Magistrado Ponente Luis Armando Tolosa Villabona. 



4.- Conforme a los planteamientos esbozados, se revocará la sentencia de primera 

instancia en cuanto declaró la existencia de la unión marital de hecho y la sociedad 

patrimonial entre los compañeros permanentes Héctor de Jesús Aguirre Gómez y 

Nora Elena García Ramírez desde el 1 de octubre de 2003, para, en su lugar, declarar 

que las susodichas unión marital y sociedad patrimonial, existieron a partir del 10 de 

diciembre de 2015. En los demás aspectos, la sentencia apelada quedará incólume. 

 

Finalmente, teniendo en cuenta lo prescrito por el numeral 5º del artículo 365 del 

Código General del Proceso, se abstiene esta Sala de imponer condena en costas 

para la segunda instancia. 

 

DECISIÓN 

 

Por lo antes expuesto, el Tribunal Superior de Medellín, Sala Quinta de Decisión de 

Familia, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por 

autoridad de la ley, REVOCA la sentencia proferida el 17 de noviembre de 2021 por 

el Juzgado Tercero de Familia Oral del Circuito de Medellín, en el proceso verbal de 

declaración de existencia de unión marital de hecho y sociedad patrimonial entre 

compañeros permanentes promovido por Héctor de Jesús Aguirre Gómez, contra 

Nora Elena García Ramírez, en cuanto declaró la existencia de la unión marital de 

hecho y la sociedad patrimonial entre los compañeros permanentes Héctor de Jesús 

Aguirre Gómez y Nora Elena García Ramírez desde el 1 de octubre de 2003, para, 

en su lugar, DECLARAR que las susodichas unión marital y sociedad patrimonial, 

existieron a partir del 10 de diciembre de 2015. En los demás aspectos, la sentencia 

apelada quedará incólume. Sin condena en costas en esta instancia. 

 

NOTIFÍQUESE 

 

LUZ DARY SÁNCHEZ TABORDA 

Magistrada Ponente 

 

  



 

GLORIA MONTOYA ECHEVERRI 

Magistrada  

 

 

 

EDINSON ANTONIO MÚNERA GARCÍA 

Magistrado 

 

 

 



La validez de este documento podrá verificarse en la página certificados.supernotariado.gov.co

Certificado generado con el Pin No: 220623528160989525 Nro Matrícula: 001-683929
Pagina 1 TURNO: 2022-265189

Impreso el 23 de Junio de 2022 a las 12:39:52 PM

"ESTE CERTIFICADO REFLEJA LA SITUACION JURIDICA DEL INMUEBLE

HASTA LA FECHA Y HORA DE SU EXPEDICION" 

No tiene validez sin la firma del registrador en la ultima página 
CIRCULO REGISTRAL: 001 - MEDELLIN SUR  DEPTO: ANTIOQUIA  MUNICIPIO: MEDELLIN  VEREDA:  MEDELLIN

FECHA APERTURA: 19-03-1996  RADICACIÓN: 1996-12941  CON: ESCRITURA  DE: 19-12-1995

CODIGO CATASTRAL: AAB0036YOADCOD CATASTRAL ANT: 050010106150300130016901019998 

NUPRE: 

ESTADO DEL FOLIO: ACTIVO
 

= = = = = = = = = = = = = = = = = = = = = = = = = = = = = = = = = = = = = = = = = = = = = = = = = = = = = = = = = = = = = = = = = = = = = = = = =
 

DESCRIPCION: CABIDA Y LINDEROS

Contenidos en ESCRITURA Nro 6503 de fecha 19-12-95 en NOTARIA 18 de MEDELLIN PRIMER PISO APTO con area de CONSTRUIDA 80.64 M2 con

coeficiente de 33.60%                                                                                               (SEGUN DECRETO 1711 DE JULIO 6/84).

 
AREA Y COEFICIENTE

AREA - HECTAREAS:  METROS :  CENTIMETROS : 

AREA PRIVADA - METROS :  CENTIMETROS :  / AREA CONSTRUIDA - METROS :  CENTIMETROS: 

COEFICIENTE : %

 
COMPLEMENTACION:

ADQUIRIO; GERMAN DE JESUS  ESCUDERO PARRA EL INMUEBLE OBJETO DE REGLAMENTO, LA CONSTRUCCION POR HABERLA LEVANTADO A

SUS EXPENSAS Y EL LOTE POR ADJUDICACION POR SUCESION DE: ANA MATILDE GARCIA VILLEGAS, SEGUN SENTENCIA APROBATORIA  DE LA

PARTICION DEL 15-07-85 DEL JUZGADO 4 CIVIL DEL CIRCUITO DE MEDELLIN, REGISTRADA EL 09-12-85 EN EL FOLIO DE MATRICULA 120638.POR

ESCRITURA 8243 DEL 16-10-53 DE LA NOTARIA 4 DE MEDELLIN, REGISTRADA EL 04-11-53 EN EL LIBRO 1 RESPECTIVO HOY FOLIO MAGNETICO

120638. MARGARITA GARCIA VENDIO LA MITAD A MATILDE GARCIA.POR ESCRITURA 3971 DEL 29-07-57 DE LA NOTARIA 3 DE MEDELLIN,

REGISTRADA EL 06-08-87 EN EL LIBRO 1 RESPECTIVO HOY FOLIO MAGNETICO 120638, MARGARITA GARCIA DE MARQUEZ, VENDIO LA 1/2 A ANA

MATILDE GARCIA VILLEGAS.ADQUIRIO: MARGARITA GARCIA VILLEGAS LA TOTALIDAD POR COMPRA A ALEJANDRO RIOS SEGUN ESCRITURA 5402

DEL 06-07-48 DE LA NOTARIA 4 DE MEDELLIN, REGISTRADA EL 17-07-48 EN EL LIBRO 1 RESPECTIVO HOY FOLIO MAGNETICO 120638.
 

 

SUPERINTENDENCIA DE NOTARIADO Y REGISTRO LA GUARDA DE LA FE PUBLICA OFICINA DE REGISTRO DE INSTRUMENTOS PUBLICOS DE MEDELLIN SUR ORIP SUPERINTENDENCIA DE NOTARIADO Y REGISTRO LA GUARDA DE LA FE PUBLICA OFICINA DE REGISTRO DE INSTRUMENTOS PUBLICOS DE MEDELLIN SUR ORIP SUPERINTENDENCIA DE NOTARIADO Y REGISTRO LA GUARDA DE LA FE PUBLICA OFICINA DE REGISTRO DE INSTRUMENTOS PUBLICOS DE MEDELLIN SUR ORIP SUPERINTENDENCIA DE NOTARIADO Y REGISTRO LA GUARDA DE LA FE PUBLICA OFICINA DE REGISTRO DE INSTRUMENTOS PUBLICOS DE MEDELLIN SUR ORIP SUPERINTENDENCIA DE NOTARIADO Y REGISTRO LA GUARDA DE LA FE PUBLICA OFICINA DE REGISTRO DE INSTRUMENTOS PUBLICOS DE MEDELLIN SUR ORIP 

 

DIRECCION DEL INMUEBLE

Tipo Predio: URBANO

2) CARRERA 60  # 23 - 53 (DIRECCION CATASTRAL)

1) CARRERA 60  #23-53  PRIMER PISO APTO, -MEDELLIN.

 
DETERMINACION DEL INMUEBLE: 

DESTINACION ECONOMICA: 
 

 

SUPERINTENDENCIA DE NOTARIADO Y REGISTRO LA GUARDA DE LA FE PUBLICA OFICINA DE REGISTRO DE INSTRUMENTOS PUBLICOS DE MEDELLIN SUR ORIP SUPERINTENDENCIA DE NOTARIADO Y REGISTRO LA GUARDA DE LA FE PUBLICA OFICINA DE REGISTRO DE INSTRUMENTOS PUBLICOS DE MEDELLIN SUR ORIP SUPERINTENDENCIA DE NOTARIADO Y REGISTRO LA GUARDA DE LA FE PUBLICA OFICINA DE REGISTRO DE INSTRUMENTOS PUBLICOS DE MEDELLIN SUR ORIP SUPERINTENDENCIA DE NOTARIADO Y REGISTRO LA GUARDA DE LA FE PUBLICA OFICINA DE REGISTRO DE INSTRUMENTOS PUBLICOS DE MEDELLIN SUR ORIP SUPERINTENDENCIA DE NOTARIADO Y REGISTRO LA GUARDA DE LA FE PUBLICA OFICINA DE REGISTRO DE INSTRUMENTOS PUBLICOS DE MEDELLIN SUR ORIP 

 

MATRICULA ABIERTA CON BASE EN LA(s) SIGUIENTE(s) (En caso de integración y otros)

   001 - 120638
 

 

SUPERINTENDENCIA DE NOTARIADO Y REGISTRO LA GUARDA DE LA FE PUBLICA OFICINA DE REGISTRO DE INSTRUMENTOS PUBLICOS DE MEDELLIN SUR ORIP SUPERINTENDENCIA DE NOTARIADO Y REGISTRO LA GUARDA DE LA FE PUBLICA OFICINA DE REGISTRO DE INSTRUMENTOS PUBLICOS DE MEDELLIN SUR ORIP SUPERINTENDENCIA DE NOTARIADO Y REGISTRO LA GUARDA DE LA FE PUBLICA OFICINA DE REGISTRO DE INSTRUMENTOS PUBLICOS DE MEDELLIN SUR ORIP SUPERINTENDENCIA DE NOTARIADO Y REGISTRO LA GUARDA DE LA FE PUBLICA OFICINA DE REGISTRO DE INSTRUMENTOS PUBLICOS DE MEDELLIN SUR ORIP SUPERINTENDENCIA DE NOTARIADO Y REGISTRO LA GUARDA DE LA FE PUBLICA OFICINA DE REGISTRO DE INSTRUMENTOS PUBLICOS DE MEDELLIN SUR ORIP 

 

ANOTACION: Nro 001 Fecha: 05-03-1996 Radicación: 1996-12941

Doc: ESCRITURA 6503 del 19-12-1995  NOTARIA 18 de MEDELLIN VALOR ACTO: $ 
ESPECIFICACION: : 360 REGLAMENTO PROPIEDAD HORIZONTAL  
PERSONAS QUE INTERVIENEN EN EL ACTO (X-Titular de derecho real de dominio,I-Titular de dominio incompleto) 
DE: ESCUDERO PARRA GERMAN DE JESUS  CC# 8226279 X    
 

 

SUPERINTENDENCIA DE NOTARIADO Y REGISTRO LA GUARDA DE LA FE PUBLICA OFICINA DE REGISTRO DE INSTRUMENTOS PUBLICOS DE MEDELLIN SUR ORIP SUPERINTENDENCIA DE NOTARIADO Y REGISTRO LA GUARDA DE LA FE PUBLICA OFICINA DE REGISTRO DE INSTRUMENTOS PUBLICOS DE MEDELLIN SUR ORIP SUPERINTENDENCIA DE NOTARIADO Y REGISTRO LA GUARDA DE LA FE PUBLICA OFICINA DE REGISTRO DE INSTRUMENTOS PUBLICOS DE MEDELLIN SUR ORIP SUPERINTENDENCIA DE NOTARIADO Y REGISTRO LA GUARDA DE LA FE PUBLICA OFICINA DE REGISTRO DE INSTRUMENTOS PUBLICOS DE MEDELLIN SUR ORIP SUPERINTENDENCIA DE NOTARIADO Y REGISTRO LA GUARDA DE LA FE PUBLICA OFICINA DE REGISTRO DE INSTRUMENTOS PUBLICOS DE MEDELLIN SUR ORIP 

 

ANOTACION: Nro 002 Fecha: 29-01-2016 Radicación: 2016-5848

OFICINA DE REGISTRO DE INSTRUMENTOS PUBLICOS DE MEDELLIN SUR

CERTIFICADO DE TRADICION

MATRICULA INMOBILIARIA



La validez de este documento podrá verificarse en la página certificados.supernotariado.gov.co

Certificado generado con el Pin No: 220623528160989525 Nro Matrícula: 001-683929
Pagina 2 TURNO: 2022-265189

Impreso el 23 de Junio de 2022 a las 12:39:52 PM

"ESTE CERTIFICADO REFLEJA LA SITUACION JURIDICA DEL INMUEBLE

HASTA LA FECHA Y HORA DE SU EXPEDICION" 

No tiene validez sin la firma del registrador en la ultima página 

Doc: ESCRITURA 442 del 27-01-2016  NOTARIA QUINCE de MEDELLIN VALOR ACTO: $18,497,000 

ESPECIFICACION: COMPRAVENTA: 0125 COMPRAVENTA  

PERSONAS QUE INTERVIENEN EN EL ACTO (X-Titular de derecho real de dominio,I-Titular de dominio incompleto) 

DE: ESCUDERO PARRA GERMAN DE JESUS  CC# 8226279     

A: AGUIRRE GOMEZ HECTOR DE JESUS  CC# 8350149 X    

A: GARCIA RAMIREZ NORA ELENA  CC# 43051562 X    
 

 

SUPERINTENDENCIA DE NOTARIADO Y REGISTRO LA GUARDA DE LA FE PUBLICA OFICINA DE REGISTRO DE INSTRUMENTOS PUBLICOS DE MEDELLIN SUR ORIP SUPERINTENDENCIA DE NOTARIADO Y REGISTRO LA GUARDA DE LA FE PUBLICA OFICINA DE REGISTRO DE INSTRUMENTOS PUBLICOS DE MEDELLIN SUR ORIP SUPERINTENDENCIA DE NOTARIADO Y REGISTRO LA GUARDA DE LA FE PUBLICA OFICINA DE REGISTRO DE INSTRUMENTOS PUBLICOS DE MEDELLIN SUR ORIP SUPERINTENDENCIA DE NOTARIADO Y REGISTRO LA GUARDA DE LA FE PUBLICA OFICINA DE REGISTRO DE INSTRUMENTOS PUBLICOS DE MEDELLIN SUR ORIP SUPERINTENDENCIA DE NOTARIADO Y REGISTRO LA GUARDA DE LA FE PUBLICA OFICINA DE REGISTRO DE INSTRUMENTOS PUBLICOS DE MEDELLIN SUR ORIP 

 

ANOTACION: Nro 003 Fecha: 19-02-2020 Radicación: 2020-12104

Doc: OFICIO 2067 del 18-12-2019  JUZGADO 21 CIVIL MUNICIPAL DE ORALIDAD de MEDELLIN

VALOR ACTO: $ 
ESPECIFICACION: EMBARGO EJECUTIVO  CON ACCION PERSONAL: 0427 EMBARGO EJECUTIVO  CON ACCION PERSONAL DE MINIMA CUANTIA.

RDO.2019-01239-00. (DERECHO). 
PERSONAS QUE INTERVIENEN EN EL ACTO (X-Titular de derecho real de dominio,I-Titular de dominio incompleto) 
DE: COOPERATIVA FINANCIERA COTRAFA. NIT.890.901.176-3       
A: GARCIA RAMIREZ NORA ELENA  CC# 43051562 X    
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ANOTACION: Nro 004 Fecha: 14-10-2021 Radicación: 2021-75207

Doc: ESCRITURA 5004 del 14-09-2021  NOTARIA OCTAVA de MEDELLIN VALOR ACTO: $4,000,000 
ESPECIFICACION: HIPOTECA: 0203 HIPOTECA DERECHO DE CUOTA DEL 50%. 
PERSONAS QUE INTERVIENEN EN EL ACTO (X-Titular de derecho real de dominio,I-Titular de dominio incompleto) 
DE: AGUIRRE GOMEZ HECTOR DE JESUS  CC# 8350149 X    
A: LONDO/O AMAYA LUIS ALBERTO  CC# 71615386     
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ANOTACION: Nro 005 Fecha: 24-11-2021 Radicación: 2021-84415

Doc: ESCRITURA 8522 del 02-11-2021  NOTARIA DIECIOCHO de MEDELLIN VALOR ACTO: $80,000,000 
ESPECIFICACION: COMPRAVENTA DERECHOS DE CUOTA: 0307 COMPRAVENTA DERECHOS DE CUOTA DEL 50% 
PERSONAS QUE INTERVIENEN EN EL ACTO (X-Titular de derecho real de dominio,I-Titular de dominio incompleto) 
DE: AGUIRRE GOMEZ HECTOR DE JESUS  CC# 8350149     
A: HERNANDEZ OROZCO RAFAEL ANGEL  CC# 70128088 X    
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ANOTACION: Nro 006 Fecha: 03-06-2022 Radicación: 2022-39317

Doc: ESCRITURA 3541 del 06-05-2022  NOTARIA DIECIOCHO de MEDELLIN VALOR ACTO: $ 
     Se cancela anotación No: 4 
ESPECIFICACION: CANCELACION POR VOLUNTAD DE LAS PARTES: 0843 CANCELACION POR VOLUNTAD DE LAS PARTES DE HIPOTECA (50%)

ESCRITURA NUMERO 5004 DEL 4/09/2021 
PERSONAS QUE INTERVIENEN EN EL ACTO (X-Titular de derecho real de dominio,I-Titular de dominio incompleto) 
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La validez de este documento podrá verificarse en la página certificados.supernotariado.gov.co

Certificado generado con el Pin No: 220623528160989525 Nro Matrícula: 001-683929
Pagina 3 TURNO: 2022-265189

Impreso el 23 de Junio de 2022 a las 12:39:52 PM

"ESTE CERTIFICADO REFLEJA LA SITUACION JURIDICA DEL INMUEBLE

HASTA LA FECHA Y HORA DE SU EXPEDICION" 

No tiene validez sin la firma del registrador en la ultima página 

DE: LONDO/O AMAYA LUIS ALBERTO  CC# 71615386     

A: AGUIRRE GOMEZ HECTOR DE JESUS  CC# 8350149 X    
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NRO TOTAL DE ANOTACIONES: *6*
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SALVEDADES: (Información Anterior o Corregida)

Anotación Nro: 0 Nro corrección: 1 Radicación: C2014-315 Fecha: 28-01-2014

SE INCORPORA NUEVA NOMENCLATURA SUMINISTRADA POR LA SUBSECRETARIA DE CATASTRO-MEDELLIN, SEGUN DOC. RESOL. 3 DE 2013

PROFERIDO POR ESA ENTIDAD, RES. N. 2337 DE 25-03-2011 DE LA SNR.

Anotación Nro: 0 Nro corrección: 2 Radicación: Fecha: 11-06-2022

SE INCLUYE/ACTUALIZA CHIP/FICHA CATASTRAL, CON LOS SUMINISTRADOS POR CATASTRO MUNICIPAL MEDELLIN, RES. 202250071893-

26/05/2022 PROFERIDA POR ESA ENTIDAD, RES. NO. 09089 DE 29/10/2020 EXPEDIDA POR LA S.N.R.
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FIN DE ESTE DOCUMENTO

El interesado debe comunicar al registrador cualquier falla o error en el registro de los documentos

USUARIO: Realtech

TURNO: 2022-265189            FECHA: 23-06-2022

EXPEDIDO EN: BOGOTA
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El Registrador: PAULA ANDREA BUSTAMANTE PEREZ
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29/6/22, 18:40 Correo: Juzgado 13 Civil Municipal - Antioquia - Medellín - Outlook

https://outlook.office.com/mail/inbox/id/AAQkAGJjYWZmZTI1LWUzYjAtNDNkOS1hZmNlLWMzZWFhM2IxZjQ2MAAQAJcxiukbth9Dvzlk2doEkCU%3D 1/1

PRUEBAS DE CONTESTACION DEMANDAS 2021-01092
Olga Patricia Builes González <opbuiles71@yahoo.es>
Mié 29/06/2022 4:39 PM
Para:

Juzgado 13 Civil Municipal - Antioquia - Medellín <cmpl13med@cendoj.ramajudicial.gov.co>

Buena tarde, allego las pruebas al proceso 2021-01092, las cuales por su
tamaño, se habian ido por drive

Cordialmente

OLGA PATRICIA BUILES
ABOGADA
3113231182
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